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 La actora enfrentó un padecimiento de cáncer de mama que ameritó varios meses de incapacidad
y fue despedida un mes y seis días después de su reinserción. La parte accionada negó el ánimo discriminatorio y adujo que el
cese estuvo basado en una reestructuración, la cual fue demostrada, sin embargo, la prueba sobre las razones por las cuales se
escogió el puesto de la actora no es clara. No hay pruebas que permitan a la Sala llegar al convencimiento de que la accionante
presentó deficiencias productivas en relación con las demás personas que ocupaban el puesto. Esto generó una condición de duda
sobre la objetividad del despido, que debe fallarse en beneficio de la persona trabajadora, conforme a la regla in dubio pro
operario.  Se fija en la suma de seis millones de colones. [250-21]

DESPIDO DISCRIMINATORIO POR RAZONES DE SALUD. TRABAJADORA DEL BANCO INTERNACIONAL DE COSTA RICA
SOCIEDAD ANÓNIMA (BICSA).

DAÑO MORAL.
... Ver menos
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Exp: 18-000781-1178-LA
Res: 2021-000250
SALA SEGUNDA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las once horas veinticinco minutos del cinco de febrero de
dos mil veintiuno.
Proceso especial de protección en fueros especiales y tutela del debido proceso establecido ante el Juzgado de Trabajo del Primer
Circuito Judicial de San José, por [Nombre 001], [Nombre 002], contra el BANCO INTERNACIONAL DE COSTA RICA SOCIEDAD



ANÓNIMA (BICSA), representado por su apoderado generalísimo [Nombre 003], viudo, administrador de empresas. Actúan, como
abogada de asistencia social de la parte actora, la licenciada Melissa Armijo Losilla, de calidades no indicadas; y, como apoderados
especiales judiciales de la demandada, los licenciados Alejandro Fernández Carrillo, y Gustavo Adolfo Sauma Fernández, casado.
Todos mayores, divorciados, abogados y vecinos de San José, con las excepciones indicadas.
  Redacta el Magistrado Sánchez Rodríguez; y,
 

CONSIDERANDO:
 

  I.- ANTECEDENTES: Por considerar que su despido fue discriminatorio, la actora formuló la demanda para que, en sentencia, se
declare la nulidad de la medida, se ordene la reinstalación en su puesto, con el pleno goce de derechos; y se condene al accionado
al pago de los salarios dejados de percibir, desde la fecha del cese y hasta la efectiva reinstalación. También demandó el pago del
daño moral ocasionado, intereses, indexación y ambas costas. La representación del Banco Internacional de Costa Rica, S.A.
(Bicsa) contestó en términos negativos y opuso las excepciones de falta de derecho y falta de legitimación. El Juzgado de Trabajo
del Primer Circuito Judicial de San José, mediante sentencia número 1382, de las 13:34 horas del 9 de agosto de 2019, declaró sin
lugar la demanda y resolvió sin especial sanción en costas.
  

 

 

 

 

II.- AGRAVIOS: La demandante manifiesta disconformidad con lo fallado. En primer lugar, acusa una valoración incorrecta de los
elementos probatorios aportados, con lo cual no se observaron los hechos indicadores de la discriminación acusada y se admitió la
supuesta reestructuración invocada por el banco demandado. Refiere que ha laborado por seis años, como [Nombre 008], que
constituye un puesto operativo. Conforme lo explicó, cuando los Ejecutivos de Negocio Senior logran que alguna persona cliente
adquiera un servicio, la remiten con ella, quien es la única que tenía conocimiento especializado sobre el producto requerido y para
finiquitar el negocio, lo cual se colige de su declaración, de los testimonios de [Nombre 029], [Nombre 014] y [Nombre 012] , así
como de la documental donde consta la descripción de funciones. El 21 de mayo de 2016, fue diagnosticada con cáncer de mama.
El 5 de agosto siguiente la intervinieron quirúrgicamente y estuvo incapacitada del 5 de agosto al 3 de setiembre, del 30 de
setiembre al 31 de diciembre del 2016 y del dos de enero al 28 de febrero de 2017. Ante las incapacidades dispuestas, se requirió
a la señora [Nombre 029] que la sustituyera en sus funciones y a quien se le canceló un salario mayor, de tres mil quinientos
dólares mensuales, mientras que a ella le pagaban tres mil doscientos sesenta y cuatro dólares con sesenta y ocho centavos,
según se colige de la declaración de [Nombre 029] y la constancia del Departamento de Recursos Humanos. El 1º de marzo de
2017 se reincorporó a sus labores y se le indicó que mientras siguiera recibiendo el tratamiento de quimioterapia laboraría en
conjunto con [Nombre 029]. Según lo apunta, el Juzgado concluyó erróneamente que a la fecha del despido, ella ya había concluido
su tratamiento médico. El 6 de abril de 2017 fue despedida bajo el argumento de una reestructuración, de la cual las testigos
[Nombre 029] y [Nombre 014] no tenían conocimiento, pues se habían dado ingresos y ceses, como movimientos normales de la
empresa. Hace ver que el puesto ocupado por ella siguió existiendo y fue desempeñado por [Nombre 029] hasta su renuncia,
efectiva a partir del 17 de agosto de 2019. Aún después de esa fecha el cargo existe y se nombró a otra persona para su
ejecución. La prueba evacuada acredita que se trata de un puesto indispensable en el funcionamiento del Banco demandado.
Resalta que fue despedida apenas un mes después de haberse reincorporado luego de su incapacidad, cuando aún tomaba
quimioterapia oral, de un puesto que desempeñó por seis años y que resulta fundamental en la actividad del accionado, al grado
que se mantuvo después de la supuesta reestructuración implementada para reducir costos. El cargo no solo siguió existiendo, sino
que a la señora [Nombre 029] se le pagó un salario mayor al que ella devengaba. Lo anterior, a pesar de que el señor [Nombre 012
013] declaró que los puestos que quedaban vacantes no se ocupaban. Añade que dicho testigo declaró sobre la asignación de la
tarea de suprimir dos puestos, que precisamente fueron el suyo y el de la señora [Nombre 014], quien también había sido
diagnosticada con cáncer de mama, pocos meses antes de ser destituida. Asegura que la accionada no demostró la causa objetiva
del cese y que, a pesar de la existencia de los indicadores de desempeño, estos nos fueron aportados por la demandada. El señor
[Nombre 012] dijo que se tomaron en cuenta varios factores, mas no hizo referencia a que ella tenía seis años de laborar y era la
única en el cargo. Además, la testigo [Nombre 014] hizo ver alguna disconformidad del jefe de la unidad donde laboraba, en
relación con la asistencia a las citas médicas. Refiere que, a pesar de la supuesta reestructuración, al mes de haberse reintegrado
a su trabajo, después de la incapacidad, se le sustituyó por una trabajadora sana, de menor experiencia y a quien se le canceló un
salario mayor. Cuando esta última renuncia, se contrató otra persona para ocupar el cargo, que era fundamental para la empresa.
Hace ver que el señor [Nombre 012] manifestó que debió mantenerse al personal más capacitado; sin embargo, a ella la
sustituyeron por una persona de recién ingreso. Insiste en que no se encuentra razón objetiva que justifique su despido. Añade que
la accionada debió demostrar la necesidad de la reestructuración y de la medida adoptada, pese a lo cual no hay prueba alguna
sobre el particular, sino una certificación de la misma parte, acerca de la necesidad de prescindir de tres plazas del área de
negocios y donde consta una reducción de personal del veintitrés por ciento. Insiste en que debió aportarse prueba fehaciente de
la reestructuración, especialmente cuando el personal no tenía conocimiento del proceso. Recalca que sí se acreditaron los indicios
claros de la discriminación acusada. Reprocha que se haya concluido sobre la inexistencia de discriminación porque la señora
[Nombre 015] , quien labora en Panamá, había sufrido cáncer y no fue destituida, lo que lleva a una generalización infundada. Por
otra parte, recrimina que se haya denegado la pretensión de daño moral al considerar que la situación de tristeza y depresión tenía
causa en la propia enfermedad y no en el despido, lo que deriva de una valoración incorrecta de la prueba pericial practicada, de
su declaración y de la testimonial ofrecida. Según lo refiere, su sustento provenía de su trabajo con la accionada; con lo cual, ante
el despido, quedó prácticamente sin ingresos, lo que aunado a su edad -cincuenta y seis años- y su enfermedad le dificultó
procurarse un nuevo empleo, con la consecuente afectación emocional. Solicita se acoja el recurso, se anule lo fallado y se declare
con lugar la demanda.
  III.- ANÁLISIS DEL CASO: El proceso especial regulado a partir del artículo 540 del Código de Trabajo, denominado “Protección

en fueros especiales y tutela del debido proceso” constituye una vía sumarísima para constatar la violación de los fueros especiales
de protección ahí regulados, la infracción de los procedimientos a los que las personas trabajadoras tengan derecho, o bien, la de
formalidades o autorizaciones previstas, con motivo del despido o cualquier medida disciplinaria. Este proceso especial también se



 

 

 

previó para que las personas trabajadoras pudieran impugnar los casos de discriminación, por cualquier causa, que ocurrieran en
el lugar de trabajo o con ocasión de este. La competencia del órgano jurisdiccional se reduce a determinar la violación del fuero, de
los procedimientos, formalidades o autorizaciones y la existencia de un acto discriminatorio. Cualquier otra cuestión que pretenda
debatirse en este proceso especial excede la competencia del órgano jurisdiccional y el objeto para el que fue creado. En el
presente asunto, la parte actora adujo que la verdadera causa de su despido fue discriminatoria, basada en su condición de salud,
dado que enfrentó un padecimiento de cáncer de mama que ameritó varios meses de incapacidad. Después del último período de
reposo, se reincorporó a su trabajo el 1º de marzo de 2016. Sus funciones estaban a cargo de la señora [Nombre 029] y la jefatura
le indicó que ella asumiría la responsabilidad hasta finalizar el mes. Sin embargo, le comunicaron el despido el 6 de abril siguiente.
La parte accionada negó el ánimo discriminatorio y adujo que el cese estuvo basado en una causa objetiva, en tanto la sociedad
demandada desarrolló un proceso de reestructuración, el cual ameritó la supresión de varias plazas en las oficinas del Banco en los
diferentes países. En la oficina de Costa Rica se suprimieron siete plazas, entre ellas la de la accionante. Se negó cualquier
ligamen entre el cese y el estado de salud de la trabajadora. En forma expresa, se sostuvo: “Durante el proceso de reestructuración
se valoró en el caso especial de la actora, así como también el de otros colaboradores, su perfil y competencias para asumir
funciones adicionales a las que originalmente tenían sus puestos, y fue por esa principal razón que la actora no calificó para
continuar como empleada del banco; la decisión no tuvo nada que ver con su enfermedad”. En esos términos se trabó el debate. El
numeral 409 del Código de Trabajo estipula que “… quien alegue la discriminación deberá señalar específicamente el sustento
fáctico en el que funda su alegato y los términos de comparación que substancie su afirmación”. Como indicios de la discriminación,
la parte actora advierte el corto espacio temporal transcurrido entre su reinserción luego de la incapacidad y el despido, de apenas
un mes y seis días. También explica que solo ella realizaba las funciones operativas [Nombre 008] o internacional y acumulaba una
experiencia de seis años en el cargo. La señora [Nombre 029] había sido contratada apenas pocos meses antes del inicio de su
incapacidad. Las funciones de su puesto eran esenciales para la demandada y se mantuvieron después de su cese. Primero fueron
asumidas por la señora [Nombre 029] y, cuando esta renunció, se contrató al señor [Nombre 026] para su ejecución. Ante tales
manifestaciones, que tienen respaldo en las pruebas, a la accionada le correspondía acreditar la existencia de un hecho objetivo
que excluyera el ánimo discriminatorio, pues el inciso 10), del artículo 478 ídem establece que cuando no exista acuerdo entre las
partes, a la empleadora le corresponderá probar “La justificación de la objetividad, racionalidad y proporcionalidad de las medidas o
las conductas señaladas como discriminatorias en todas las demandas relacionadas con discriminaciones”. Al expediente se trajo
prueba documental, confesional y testimonial, a efecto de tratar de demostrar la causa objetiva invocada, cual fue el proceso de
reestructuración. En ese tanto, resulta importante hacer referencia a la declaración de la señora [Nombre 027] , quien explicó la
manera como, durante el año 2016, la sociedad demandada vio afectada sus ganancias, pasando de diecisiete millones de dólares
a solo seis millones de dólares. Esa situación afectó la estructura organizacional, y el gerente general solicitó que esta fuera
revisada y se iniciara un proceso de reestructuración, el cual se desarrolló durante el primer semestre de 2017, y conllevó la
supresión de alrededor de treinta plazas, lo que significó una disminución en el importe de salarios de ciento once mil dólares por
mes. Ese testimonio resultó conteste con el rendido por el señor [Nombre 012], quien explicó sobre los resultados económicos
difíciles obtenidos durante el 2016, dada la disminución de utilidades y clientes, lo que conllevó el incumplimiento de metas. Según
lo relató, se pidió un esfuerzo que conllevaba la reducción de gastos y, con ello, la disminución de personal. Esas declaraciones se
ven respaldadas con la documental aportada por la accionada. A imagen 106, se agregó la constancia emitida por el Área
Administrativa y de Recursos Humanos del Banco accionado en la que se indicó que “Durante el período 2017 de enero a
diciembre ambos meses inclusive, se continuó en todas las oficinas del Banco ubicadas tanto en Centroamérica, Panamá como en
los Estados Unidos (Miami), con la implementación de un proceso de reestructuración de la fuerza laboral en diferentes
departamentos de las mencionadas oficinas; cuyos efectos específicos en la Oficina de Servicio al Cliente situada en San José de
Costa Rica fueron los siguientes: /1- Se logró una disminución de un 23% de la cantidad de empleados. /2- Se logró una
disminución de un 20.5% del monto total de los salarios pagados a los Colaboradores que permanecieron.” En esa misma
constancia se da cuenta que el total de salarios pagados al personal ubicado en la oficina de Costa Rica fue de $98.101,91 en
enero de 2017, el cual disminuyó a $78.080,66 en diciembre de ese año. De igual manera, ahí consta que, en enero, el personal
alcanzaba un total de treinta y una personas y que, en diciembre, las plazas solo llegaron a veinticuatro. La demandada también
aportó las planillas presentadas a la Caja Costarricense de Seguro Social, en las cuales se advierten esos cambios. Luego, se
agregó una constancia donde se consignó que durante el año 2017 el Banco y sus oficinas, de manera integral, realizaron ajustes
a su estructura organizacional, de forma tal que de un total de doscientas sesenta y seis plazas se suprimieron treinta puestos;
concretamente, diecinueve en Panamá, cuatro en Miami y siete en Costa Rica. De estas últimas, tres pertenecían al Área de
Negocios. En adición a lo que viene expuesto, es importante destacar que se dio fe de que la plaza ocupada por la demandante no
fue sustituida, sino que “La Gerencia de Negocios asignó estas funciones a uno de sus [Nombre 008] que había sido entrenado en
dichas funciones y cubierto el puesto en su incapacidad durante cinco meses. /El Ejecutivo de Negocios que se asignó fue la Sra.
[Nombre 029] , por lo que en julio del 2017 se formalizó en su Descriptivo

 

 de Funciones el cargo de [Nombre 008]. /Posteriormente,
la Sra. [Nombre 029] presentó renuncia efectiva para el 17 de agosto del 2017, y al no contar con personal con experiencia en
Comercio Exterior, se contrató al Sr. [Nombre 026] como su reemplazo, manteniéndose en ese cargo a una persona con
conocimiento en Comercio Exterior.”  Hasta aquí, las pruebas demuestran que, efectivamente, la sociedad accionada sufrió un
proceso de reorganización, derivada de un proceso económico adverso. Sin embargo, la prueba sobre la objetividad, racionalidad y
proporcionalidad del despido adoptado en perjuicio de la accionante no es clara al momento de justificar las razones por las cuales,
de un total de nueve [Nombre 008], se escogió el puesto de la actora. La duda surge por varias circunstancias: i) En febrero de
2017, también con ocasión de la reestructuración, se destituyó a la señora [Nombre 014] , Ejecutiva de Negocios, quien también
había sido diagnosticada con cáncer de mama en el año 2015. ii) Las funciones operativas de la actora como Ejecutiva solo eran
conocidas y desempeñadas por ella, pues estaban enfocadas al Comercio Internacional. Había acumulado una experiencia de seis
años. iii) Las funciones por ella realizadas eran esenciales para el Banco, tanto es así que permanecieron aún después de su cese.
iv) Sus tareas fueron asignadas a la señora [Nombre 029], quien había ingresado al Banco en abril de 2016, poco antes de que la
actora fuera diagnosticada con cáncer, y fue capacitada por esta última para que pudiera desempeñar sus funciones durante el



 
 

 

 

 

período de su incapacidad. v) Resulta extraño que, si la reestructuración implicaba la reducción de costos, se optara por una
empleada con un salario mayor y con mucho menos experiencia. Estas circunstancias generan duda sobre la objetividad del cese,
la que se acrecienta al contrastarse la justificación dada en la contestación de la demanda con la referida por el señor [Nombre
012]. De la contestación dada a los hechos M) y O) se colige que el demandado valoró la capacidad de las personas trabajadoras
para asumir funciones diferentes a las originalmente contratadas. En ese sentido, de manera expresa, se apuntó: “La señora
[Nombre 029] se mantuvo dentro del grupo de colaboradores del banco durante el proceso de reestructuración debido a que su
perfil y conocimientos (que constan en su hoja de vida) le permitía asumir otras funciones además de las de su posición
([Nombre 008] ) características que fueron valoradas y determinantes en el proceso de reestructuración para su
permanencia en la organización.” “Durante el proceso de reestructuración se valoró en el caso especial de la actora, así como
también el de otros colaboradores, su perfil y competencias para asumir funciones adicionales a las que originalmente tenían
sus puestos, y fue por esa principal razón que la actora no calificó para continuar como empleada del banco ; la decisión no
tuvo nada que ver con su enfermedad.” (La negrita y el subrayado se adicionaron). Valorada la justificación dada por el Banco
accionado al contestar la demanda, la Sala concluye que no procuró prueba en ese sentido. En el expediente no hay elemento
probatorio alguno que conduzca a la conclusión de que las habilidades de la demandante no le permitían asumir funciones
diferentes de las que realizaba o de las originalmente contratadas. Tampoco se aportó ninguna prueba de que la señora [Nombre
029] sí las tuviera. El único testigo que se refirió al tema fue el señor [Nombre 012] y este dio preponderancia al tema de los
indicadores de desempeño, especialmente en el ámbito cuantitativo, relacionado con el cumplimiento de metas. Sin embargo, como
se colige de la transcripción hecha, la parte demandada nunca argumentó ese aspecto como valorado para adoptar la decisión
sobre la base de parámetros objetivos. En la contestación de la demanda no se hizo referencia alguna a posibles deficiencias de la
demandante en el aspecto cuantitativo o de cumplimiento de metas y solo se indicó la habilidad de la persona para adaptarse a
nuevas funciones. Luego, la parte accionada no aportó al expediente los indicadores de desempeño que permitieran constatar las
afirmaciones del testigo, en cuanto a la situación de la actora sobre el particular, lo que hubiera resultado deseable. Únicamente,
en la prueba confesional, se le consultó sobre la incapacidad por estrés, que requirió en el año 2015, dada la dificultad para
alcanzar las metas fijadas, pero esas pruebas no revelan si la situación fue exclusiva de ella. En relación con el tema, resulta de
interés transcribir las manifestaciones del señor [Nombre 012], quien declaró cuanto sigue: “Cuando dan la noticia obviamente
entramos a una evaluación del personal de acuerdo con las metas establecidas en el año 2017 y sobre lo que a mí como jefe me
conviene tener en mi equipo, el personal que yo consideraba porque había que asumir. Las metas eran las mismas con
menos personal. Teníamos que escoger con base en ciertos indicadores que nosotros llevamos de desempeño, nosotros tenemos
indicadores anuales de desempeño en toda la organización y sobre todo muy marcado en negocios. En negocios tenemos metas
en cartera de crédito, en tasas de interés, en comisiones, etc., es una serie de indicadores que dan una nota final de desempeño
del empleado. Con base en esa evaluación -digamos cuantitativa- y también una evaluación cualitativa de características, de
perfiles, de situaciones que se han podido manejar con el personal, se hizo un análisis de persona por persona y se tomó la
decisión de las dos personas que no calzaban en el proceso que se estaba pidiendo para poder sostener toda la parte de la
clientela y la demanda que se nos pedía de estos indicadores para finales del año diecisiete porque eran plazas que no se
iban a reponer entonces no había expectativa era una reestructuración que si eran dos plazas menos que se iban a mantener
durante el tiempo que correspondiera y teníamos que buscar perfiles de las siete personas que quedaban con los perfiles más
adecuados... ¿Por qué motivo fue cesada doña [Nombre 001]? No solo doña [Nombre 001] , se piden dos plazas donde una es en
febrero [Nombre 014], ella es una de las que se cesan. El análisis se hace integral no se hace particular, se hace sobre la
necesidad que tenía yo como gerente de la oficina, como responsable de la oficina de tener un equipo de trabajo más
reducido que pudiera cumplir las metas. Se lleva a cabo todo un análisis de indicadores de desempeño que venían de años
anteriores. Realmente, la parte cuantitativa pesó mucho, o sea el tema de la parte cuantitativa era quiénes me habían
resultado con menos desempeño en los últimos dos o tres años. En el caso de [Nombre 001] y de [Nombre 014] fueron las de
menor desempeño, incluso en el caso de [Nombre 001], en el año 2015... tuvo una llamada de atención por parte de la Gerencia
General porque no cumplió con el mínimo del ochenta por ciento de su desempeño. En cierta forma eran las dos personas que, por
análisis mío, de descriptivo de funciones, de personalidad, lo cuantitativo, de lo que me puede servir como grupo para poder
seguir adelante, se tomó la decisión de estas dos personas, o sea no por otra razón más que por tema de indicadores y tema de
estrategia comercial, digámoslo así, de la estrategia que quería seguir la oficina de negocios.” (El destacado se adicionó). La
transcripción hecha permite observar que el testigo no hizo referencia, en ningún momento, a las dificultades que eventualmente
hubiera podido tener la actora para adaptarse a la realización de otras funciones. Esa fue -y no otra- la justificación invocada en la
demanda en relación con la reestructuración acordada, dada la seria disminución de las ganancias. Ese fue el parámetro objetivo
referido en la contestación que guio a la jefatura para la escogencia del personal a cesar. Las pruebas no guardan concordancia
co n esa tesitura. De cualquier manera, como se dijo, el tema de la valoración cuantitativa, invocada por el testigo como
determinante, no encuentra respaldo comparativo en otros elementos probatorios; es decir, no hay pruebas que permitan a la Sala
llegar al convencimiento de que la accionante presentó deficiencias productivas en relación con las demás personas que ocupaban
el puesto de [Nombre 008], de forma tal que pudiera constatarse el parámetro objetivo referido por el declarante. Y aun cuando la
hubiera, debe indicarse que ese no fue el argumento de defensa de la parte accionada; la cual debió enfocarse a acreditar la
causa objetiva invocada, concretamente, la reestructuración (que si se probó) y el parámetro objetivo de escogencia del personal a
cesar, cual fue la adaptabilidad a nuevas funciones, distintas de las contratadas, lo que no se acreditó. Si bien el señor [Nombre
012] y la señora [Nombre 015] dieron cuenta de la existencia de un código de ética interno, en el cual se prohíbe la discriminación,
por cualquier causa; el enfoque probatorio se desvió de la argumentación dada en la contestación a la demanda. Luego, ciertas
afirmaciones del testigo hacen dudar de la plena objetividad del cese, en tanto hizo referencia a la “conveniencia” de él como jefe,
así como al personal que le “podría servir” para asumir las metas. En ese contexto, resulta razonable que una persona en la
condición de la accionante podría no resultar muy funcional a los intereses personales de la jefatura y del Banco en general. Todas
esas consideraciones llevan a una condición de duda sobre la objetividad del despido, que debe fallarse en beneficio de la persona
trabajadora, conforme a la regla in dubio pro operario.



  

 

IV.- DAÑO MORAL: El dictamen pericial que consta en el expediente, en concordancia con la declaración de la testigo-perito
[Nombre 035], lleva a la conclusión de que la demandante presentó sentimientos de tristeza, angustia, estrés y nerviosismo; los
cuales, si bien no tuvieron como única causa el despido -sino la enfermedad como tal-, pudieron verse exacerbados con ocasión de
este. Por consiguiente, resulta procedente la indemnización reclamada. El resarcimiento del daño moral tiene como finalidad
compensar el dolor, la pena, la angustia, el sufrimiento o la humillación causados. Para su estimación se valoran diferentes
parámetros, entre ellos la condición de la persona lesionada, su posición social, la proporcionalidad, la equidad y la prudencia. La
indemnización no puede producir un enriquecimiento ilícito, pero tampoco debe ser simbólica, debe adecuarse a la gravedad de la
ofensa, a la perturbación, dolor y sufrimiento ocasionados, a las condiciones de la persona ofendida e incluso a los alcances
públicos del agravio perpetrado. En el caso concreto, la actora fue diagnosticada con cáncer de mama, lo que ameritó una cirugía y
tratamiento médico, incluyendo la quimioterapia. Después de varios meses de incapacidad se reincorporó a su trabajo y solamente
un mes después fue despedida, cuando aún estaba en tratamiento y control médico. Esa situación, sin duda, intensificó sus
sentimientos de angustia derivados de su serio padecimiento, dada la pérdida de los ingresos necesarios para su manutención y la
de su familia. Esta condición, aunada a su edad, le ha dificultado procurarse una ocupación similar. En su declaración, señaló que
tuvo que afiliarse al seguro voluntario para poder seguir recibiendo el tratamiento médico que su afección requiere. Tomando en
cuenta esos aspectos y al concluirse que la decisión pudo estar ligada a su condición de salud, la Sala estima que el daño moral
debe fijarse en la suma de seis millones de colones.                                    V.- CONSIDERACIONES FINALES: En consonancia con
las razones expuestas, lo procedente es declarar con lugar el recurso planteado por la parte actora. Por consiguiente, debe
anularse el fallo impugnado. En su lugar, deberá desestimarse la excepción de falta de derecho y declararse con lugar la demanda,
incluso en cuanto al reclamo por daño moral. Debe declararse la nulidad del despido, por haberse dispuesto con violación de un
derecho fundamental (violación al derecho de igualdad), y ordenarse la reinstalación de la actora en el cargo del cual fue cesada,
con el pleno goce de sus derechos. Deberá imponerse a la accionada el pago de los salarios dejados de percibir a partir de la
fecha del cese y hasta la efectiva reinstalación, pero su importe no podrá exceder veinticuatro veces el salario mensual total de la
trabajadora al momento de la firmeza del fallo, conforme lo estipulado en el canon 566 del Código de Trabajo. Como en el
expediente consta que la actora recibió el pago del preaviso y la cesantía al momento del despido, lo cancelado por ambos
derechos resulta imputable al pago de salario caídos, sin perjuicio de lo regulado en el artículo 576 del Código de Trabajo. La
pretensión de indexación debe desestimarse en cuanto a este derecho, por así disponerlo expresamente la norma citada. Por daño
moral, deberá condenarse a la accionada a pagar la cantidad de seis  millones de colones. Respecto de los salarios dejados de
percibir y el daño moral concedido, por tratarse de indemnizaciones por daños y perjuicios, la parte demandada deberá cancelar
intereses legales a partir de la firmeza del fallo y hasta el efectivo pago, conforme la tasa regulada en el párrafo segundo del
numeral 497 del Código de Comercio, el cual estipula: “ Interés legal es el que se aplica supletoriamente a falta de acuerdo, y es
igual a tasa básica pasiva del Banco Central de Costa Rica para operaciones en moneda nacional y a la tasa 'prime rate' para
operaciones en dólares americanos” (artículo 565, inciso 1), Código de Trabajo. Véase la sentencia 1246-2019). La indexación
reclamada no es procedente respecto de los salarios dejados de percibir, en tanto el canon 566 ídem así lo regula expresamente.
En relación con el monto concedido por daño moral, tampoco procede por tratarse de una indemnización fijada en sentencia (véase
sentencia 1586-2018). De conformidad con lo previsto en el numeral 567 del Código de Trabajo, debe condenarse a la accionada a
pagar a la Caja Costarricense de Seguro Social las cuotas obrero-patronales y demás obligaciones adeudadas a la Seguridad
Social, con ocasión de la condena dispuesta. Por la forma como ahora se resuelve, deberá condenarse a la parte accionada a
pagar ambas costas del proceso. El canon 562 del Código de Trabajo, en lo que resulta de interés, estipula: “ En toda
sentencia...se condenará al vencido...al pago de las costas personales y procesales causadas./Si la sentencia resuelve el asunto
por el fondo… las personales no podrán ser menores del quince por ciento (15%) ni mayores del veinticinco por ciento (25%) del
importe líquido de la condenatoria o de la absolución, en su caso./ En los demás supuestos, así como cuando el proceso no fuera
susceptible de estimación pecuniaria, la fijación se hará prudencialmente . / Para hacer la fijación del porcentaje o del
monto prudencial se tomarán en cuenta la labor realizada, la cuantía de la cosa litigada y la posición económica del actor y
demandado./ En los asuntos inestimables en que hubiera trascendencia económica se hará la fijación con base en el
monto resultante hasta la firmeza de la sentencia y, si a consecuencia del proceso se siguiera generando en el futuro el
resultado económico, podrá agregarse al monto fijado, según criterio prudencial, hasta un cincuenta por ciento (50%). Si el
resultado económico fuera intrascendente se hará la fijación de forma prudencial con fundamento en los criterios
mencionados.” (Énfasis suplido). El presente asunto conlleva una pretensión inestimable, cual es la restitución de la actora en su
puesto de trabajo, con el pleno goce de sus derechos, circunstancia que lo convierte también en un proceso de trascendencia
económica. Por ende, corresponde condenar al accionado al pago de ambas costas, fijando las personales en el quince por ciento
de las sumas adeudadas a la firmeza de la sentencia y, por las consecuencias económicas futuras, cabría agregar a la suma
resultante del porcentaje fijado, según criterio prudencial, hasta un cincuenta por ciento adicional, a partir de la firmeza del fallo; lo
cual se determinará en ejecución de esta sentencia. La pretensión identificada con el número ocho, realmente se trata de una
potestad legal que puede ser ejercida por la parte actora en la etapa de ejecución de sentencia, sin que se requiera al respecto
una declaratoria del derecho.

POR TANTO:
  Se declara con lugar el recurso de la parte actora. Se anula la sentencia recurrida. En su lugar, se condena a la sociedad

demandada a reinstalar a la accionante en el puesto que venía ocupando, con pleno goce de sus derechos, como si se tratase de
una relación inalterada. Se le impone la obligación de pagar los salarios dejados de percibir, a partir de la fecha del despido y hasta
la efectiva reinstalación. El monto por este concepto no puede exceder lo equivalente al importe del valor de veinticuatro salarios,
según la remuneración que debió devengar al momento de la firmeza del fallo. Lo pagado por preaviso y auxilio de cesantía se
deducirá de la condena dispuesta, sin perjuicio de la potestad prevista en el canon quinientos setenta y seis del Código de Trabajo.
Se condena a la accionada a pagar seis millones de colones, por daño moral. Deberá pagar intereses legales sobre los derechos
concedidos, a partir de la firmeza del fallo y hasta la fecha del efectivo pago, conforme a la tasa regulada en el artículo
cuatrocientos noventa y siete del Código de Comercio. Respecto de tales pretensiones se desestima la excepción de falta de



derecho. Esta se acoge en cuanto a la indexación, la cual se deniega. Se condena a la parte vencida al pago de ambas costas. Las
personales se fijan en el quince por ciento de las sumas resultantes a la fecha de la firmeza del fallo. Por las consecuencias futuras,
podrá  agregarse a la suma que resulte, hasta un cincuenta por ciento más, según criterio prudencial, a determinarse en la etapa
de ejecución. Se impone a la accionada, la obligación de cancelar las cuotas obrero-patronales sobre los salarios caídos, así como
cualquier otra obligación con la Seguridad Social. Se desestima la pretensión octava.
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